





BANCO HIPOTECARIO S.A. 







C/ SANDOVAL MANUEL







 S/ Ejecución Hipotecaria







C. nº 56.746 - Reg.   

///la ciudad de Morón, Provincia de Buenos Aires, a los







 
días del mes de Marzo de dos mil nueve, reunidos en la Sala I del Tribunal, los señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Morón, doctores José Eduardo Russo y Juan Manuel Castellanos, para pronunciar sentencia en los autos caratulados "BANCO HIPOTECARIO S.A. C/SANDOVAL MANUEL S/ Ejecución Hipotecaria" y habiéndose practicado el sorteo pertinente (art. 68 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código de Procedimientos Civil y Comercial), resultó que debía observarse el siguiente orden: Dres. RUSSO-LUDUEÑA-CASTELLANOS, resolviéndose plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S 

1ra.: ¿Es justa la sentencia apelada de fs.485/486?

2da.: ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?



V O T A C I O N

A LA PRIMERA CUESTION: el Señor Juez doctor RUSSO, dijo:

I.- Apelan de la sentencia de fs.485/486 ambas partes, recursos que fueran concedidos en relación y sustentados con los memoriales de fs.501/502 por la ejecutante, y con el de fs. 517/520 por la ejecutada, siendo replicado únicamente el primero a fs.524/525 por la contraria.-

La resolución en crisis declara la prosecución de la causa conforme al procedimiento especial de la ley 26.167, una vez consentida la misma; y, asimismo, declara abstracto el planteo de inconstitucionalidad de las leyes 13.390 y 13.302.- 

II.- El ejecutante se agravia del decisorio afirmando que la resolución se encuentra fundamentada en normas que no son aplicables al caso, mediando exceso y error.-

Señala que la ley 25.798 trata de dos universos diferentes de prestamos hipotecarios; por un lado pretende atender los créditos hipotecarios que habían sido otorgados en dólares y que, con motivo de la eliminación paritaria, se hubieran visto desvirtuados en su ecuación económica entre el 1º de enero de 2001 y el 11 de setiembre de 2003 - período que prevé la citada ley -, estableciéndose que la opción de ingreso al sistema corresponderá únicamente a la parte acreedora, cuando se trate de una entidad financiera.- Por otro lado, sostiene que la ley pretende atender aquellos créditos que se hubieran concertado con anterioridad a la ley de convertibilidad (art.23, ley 25798), a cuyo efecto ordena crear una comisión de reestructuración que tendría por objeto estudiar dichas situaciones, y que de acuerdo al decreto reglamentario 1284/03, estaría dirigida a los supuestos en que haya intervenido el Banco Hipotecario.-

Luego afirma que la ley 26.167, que la resolución apelada dispone aplicar, no contempla el caso de autos, es decir el mutuo en ejecución no fue concertado en dólares, no se refiere a los créditos "preconvertibilidad", y la mora no se ha producido entre el 1º de enero de 2002 y el 11/09/2003.-

Sostiene también que la ley 26.177, modifica el artículo 23 de la ley 23798 y se refiere a la unidad de estructuración que tendrá por objeto el análisis y propuesta de reestructuración de los mutuos hipotecarios "preconvertibilidad", pactado con el Ex Banco Hipotecario Nacional.- De modo que eventualmente esta última sería la ley aplicable, lo que evidencia la confusión que presenta la resolución apelada.-

No obstante lo cual, entiende que tampoco le sería aplicable esta ley 26.177, ya que está destinada al análisis de los mutuos hipotecarios pactados entre los adjudicatarios y el ex Banco Hipotecario Nacional, en lo relativo a beneficiarios de viviendas construidas en el marco de Operatorias Globales (barrios, edificios construidos por entidades intermedias) financiadas por el Banco mencionado, y que hayan optado por este financiamiento, quedando excluidos casos como el presente, que se trata de un crédito individual puro.- 

A su turno la ejecutada se queja del mismo decisorio, argumentando que al crédito que se ejecuta en la causa le son aplicables las leyes 26.177 y 26.313, y no las disposiciones de la ley 26.167.-

Señala que a partir del dictado de las leyes 25.798 - art.23-, de la ley 26.177 y la ley 26.262, se atiende la situación de deudores denominados "pre convertibilidad", que tengan por acreedor al Banco Hipotecario.- Luego se explaya sobre diversas disposiciones de la ley 26.177, su interpretación y aplicación al caso.- Refiere también que debería suspenderse el curso de la presente ejecución, de acuerdo a lo dispuesto también por la ley 26.313, y con mayor razón a partir de la medida cautelar decretada en el proceso de amparo que menciona  - acompañando copia de la resolución respectiva -, sosteniendo en definitiva la inaplicabilidad de la ley 26.167.-      

III.- En primer lugar corresponde señalar que el sistema de refinanciación hipotecaria creado a partir de la ley 25.798, modificado por la ley 25.908, tiene por objeto implementar mecanismos de refinanciación, estableciendo como mutuos elegibles a los fines de la aplicación de la citada ley, aquellos garantizados con derecho real de hipoteca que cumplan con la totalidad de los requisitos enumerados por el art.2º de la ley 25.798.- Los mismos se refieren a: a) que el deudor sea una persona física o sucesión indivisa; b) que el destino del mutuo haya sido la adquisición, mejora, construcción y/o ampliación de vivienda, o la cancelación de mutuos constituidos originalmente para cualquiera de los destinos mencionados, c) que dicha vivienda sea única y familiar.- La misma norma aclara que la naturaleza del acreedor no constituye requisito de "elegibilidad", resultando incluidos en consecuencia, los mutuos celebrados con entidades financieras o acreedores no financieros.- También se prevé como recaudo, que la mora se haya producido entre el 1º de enero de 2001 y el 11 de setiembre de 2003, situación que debe mantenerse hasta la sanción de la ley 23.798.- Amén de ello, dispuso como monto tope, que el importe en origen del mutuo elegible no podría ser superior a los pesos cien mil ($ 100.000.-).- En este último aspecto, es dable tener en cuenta que su decreto reglamentario 1284/03, determinó que el monto sería el que surja de la escritura respectiva; y que, aquellos mutuos que se hubiesen celebrado en moneda extranjera durante la vigencia del régimen de convertibilidad de la ley 23.928, se entenderán denominados pesos a razón de: un peso ($ 1.-) = un dólar estadounidense (u$s 1.-) (conf.: art.5 del decreto citado).-

En segundo lugar, debe tenerse en cuenta la sanción posterior de la ley 26.167.- Al respecto, ha tenido oportunidad de expedirse esta Sala, entendiendo que en ella también se hallan subsumidas las leyes 25.798 y 25.908 - (conf.: esta Sala, cs.53076, R.S. nº 51/08, voto de la Dra. Ludueña).- En tal ocasión, señaló la Sra. vocal preopinante - a cuyo voto adherí -, que la citada ley 26.167 tiene por objeto aclarar e interpretar la aplicación del conjunto normativo de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria declarada por la ley 25.561, sus modificatorias, complementarias, prórrogas y aclaratorias, inclusive la ley 25.798, sus modificatorias y prórrogas.- 

Se sostuvo también en dicho precedente, que la mencionada ley 26.167 establece un procedimiento especial para la determinación de la deuda correspondiente a las obligaciones de dar sumas de dinero expresadas en origen en dólares estadounidenses u otras monedas extranjeras que reuniesen la totalidad de los requisitos enumerados en su artículo 1º.-

También hemos afirmado, en seguimiento de la doctrina de la Corte Suprema de Justicia Nacional que "...la solución de aplicar la ley 26.167 a los mutuos hipotecarios que cumplen con los requisitos enumerados por su art. 1, aún cuando cierto margen de duda, resulta corroborada por el art. 15 de la ley 26.167, según el cual "en caso de duda sobre la aplicación, interpretación o alcance de la presente ley, los jueces se decidirán en el sentido más favorable a la subsistencia y conservación de la vivienda digna y la protección integral de la familia, en los términos del art. 14 bis de la Constitución Nacional" (conf.: C.S.J.N., L. 839. XLII., RECURSO DE HECHO, Lama, Enrique Gustavo Tadeo c/ Giménez Alejandro Rumildo y otra., 6/11/2007).-

No obstante ello, estimo que en el caso no resulta de aplicación el régimen y procedimiento especial regulado por la ley 26.167, en tanto en el caso se ha producido la mora del deudor a partir del 1º de febrero de 2006, tal como se ha determinado en la sentencia dictada en autos (v.fs.413/415).-

Sin perjuicio de ello, no paso por alto que la ley 25.798, reformada por la ley 25.908, ha previsto en su artículo 23 la creación de la Unidad de Reestructuración destinada al análisis de los mutuos que resulten elegibles, y que hayan sido concertados con anterioridad a la vigencia de la convertibilidad dispuesta por la ley 23.928 - supuesto en el que, en principio cabría considerar el supuesto de autos -, estableciendo las modalidades de su integración.-  Más recientemente, y de acuerdo a la reforma introducida por la ley 26.177, al artículo 23 de la ley 25.798, se dispone entre otros aspectos que el ente creado tendrá a su cargo considerar diversas circunstancias y modalidades relativas al cumplimiento de la deuda motivada en cada mutuo hipotecario, determinando el estado de deuda, de acuerdo a diversos parámetros que allí se enuncian.-  

Finalmente la sanción de la ley 26.313, reguló el "procedimiento" a seguir para la reestructuración de los mutuos hipotecarios comprendidos en el artículo 23 de la ley 25.798 (conforme ley 26.177).-

Lo expuesto hasta aquí permite afirmar que no corresponde la aplicación al caso de la ley 26.167, dado que el caso no reúne ninguno de los supuestos previstos en la norma.- 

Amén de ello, la sanción de normas posteriores del mismo rango, que introducen disposiciones específicas, lleva a resolver la cuestión según la regla convencional de interpretación lex posterior (coexistiendo dos normas del mismo nivel, la última prevalece sobre la anterior, ésta se reputa derogada por aquélla en virtud del axioma lex posterior derogat priori), máxime si -como ocurre en el caso- opera en conjunción con el principio lex specialis (la norma introduce reglas particulares o excepciones a la primitiva regla general) (conf.: SCBA, B 56813 S 5-4-2000, voto del Dr. LABORDE, DJBA 158, 179).-  

Sin embargo, y no obstante el planteo de aplicación de la ley 26.177, dado que se han sancionado normas posteriores íntimamente vinculadas a la primera (vgr.: ley 26.262, 26.313, Decreto reglamentario 2107/08 -B.O.19/12/2008-), habiéndose peticionado su aplicación al caso (v.fs.495/499), sin que a la fecha se haya bilateralizado tal planteo (v.fs.500, último párrafo), y decidido en la instancia de grado, estimo que no corresponde que este Tribunal se expida  al respecto (conf.: S.C.B.A., Ac. 32.667, Sent. 10-9-1985, Ac. y Sent. 1985-II-560; ídem, Ac. 54.753, Sent. 26-7-1994, Ac. y Sent. 1994, III, 103).-

IV.-  Por todo lo expuesto - y de compartirse tal criterio -, considero que por los fundamentos expresados corresponde revocar parcialmente la resolución apelada, en cuanto dispone la aplicación del procedimiento de la ley 26.167, por no resultar aplicable al caso, confirmándose en cuanto más haya sido materia de agravio y recurso.- Costas de Alzada por su orden, atento lo novedoso de la cuestión (art.68 2º párrafo y 69 del del Código Adjetivo), difiriéndose la regulación de honorarios profesionales.-  

 Voto en consecuencia PARCIALMENTE por la NEGATIVA.-

A la misma cuestión el Señor Juez doctor Castellanos, por iguales fundamentos, votó también PARCIALMENTE por la NEGATIVA.-

A LA SEGUNDA CUESTION: El señor Juez doctor  Russo, dijo:

Conforme se ha votado la cuestión anterior,   corresponde revocar parcialmente la resolución apelada, en cuanto dispone la aplicación del procedimiento de la ley 26.167, por no resultar aplicable al caso, confirmándose en cuanto más haya sido materia de agravio y recurso.- Costas de Alzada por su orden, atento lo novedoso de la cuestión (art.68 2º párrafo y 69 del del Código Adjetivo), difiriéndose la regulación de honorarios profesionales.-   

ASI LO VOTO.-

El Señor Juez doctor Castellanos, por los mismos fundamentos, votó en análogo sentido.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Morón,  
de marzo de 2009.-

AUTOS Y VISTOS: De conformidad al resultado  que arroja la votación que instruye el Acuerdo que antecede, por unanimidad se revoca parcialmente la resolución apelada, en cuanto dispone la aplicación del procedimiento de la ley 26.167, por no resultar aplicable al caso, confirmándose en cuanto más haya sido materia de agravio y recurso.- Costas de Alzada por su orden, atento lo novedoso de la cuestión (art.68 2º párrafo y 69 del del Código Adjetivo), difiriéndose la regulación de honorarios profesionales.- La Dra. Ludueña no participa del acuerdo, por encontrarse en ejercicio de la Presidencia y no existir disidencia (art.35 de la ley 5827 y modificatorias).-
